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Santiago, dieciséis de diciembre de dos mil trece.  

 Vistos: 

 Se reproduce la sentencia en alzada con excepción d e 

sus consideraciones cuarta a séptima, que se elimin an. 

 Y se tiene en su lugar y además presente: 

PRIMERO: Que el recurso de protección de garantías 

constitucionales establecido en el artículo 20 de l a 

Constitución Política de la República constituye 

jurídicamente una acción de evidente carácter caute lar, 

destinada a amparar el legítimo ejercicio de las ga rantías 

y derechos preexistentes que en esa misma disposici ón se 

enumeran, mediante la adopción de medidas de resgua rdo que 

se deben tomar ante un acto arbitrario o ilegal que  impida, 

amague o perturbe ese ejercicio. 

SEGUNDO: Que, como surge de lo expuesto, es requisito 

indispensable de la acción cautelar de protección l a 

existencia de un acto u omisión ilegal –lo que sign ifica 

que ha de ser contrario a la ley- o arbitrario -pro ducto 

del mero capricho de quien incurre en él- y que pro voque 

alguna de las situaciones que se han indicado, afec tando 

una o más de las garantías constitucionales protegi das. 

Esto es, son variadas las exigencias que deben rode ar la 

presentación y motivar el acogimiento de una acción  de la 

naturaleza indicada. 

TERCERO: Que en la especie ha solicitado amparo 

constitucional Ricardo Majluf Sapag en contra de la  
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Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urban ismo de 

la Región Metropolitana y de la Dirección de Obras de la 

Municipalidad de Vitacura, por la dictación del Ord inario 

Nº 670, expedido por la Secretaría Regional Ministe rial 

Metropolitana de Vivienda y Urbanismo, de 13 de feb rero de 

2013, por el cual se instruye a la Dirección de Obr as 

Municipales de Vitacura no aplicar el artículo 27 d el Plan 

Regulador Comunal de Vitacura frente al proyecto de  

edificio de Inmobiliaria Forel S.A. y respecto de c ualquier 

otro proyecto; por la del Permiso de Edificación Nº 37/2013, 

emitido por la señalada Dirección de Obras Municipa les el 

22 de marzo de 2013 y, finalmente, por la expedició n de la 

Resolución de Aprobación de Anteproyecto Nº11/2013,  emanada 

de la misma Dirección de Obras el 05 de abril de 20 13. 

Explica el actor que tanto el permiso de edificació n 

como la resolución de aprobación del anteproyecto e xpedidos 

por la Directora de Obras Municipales de Vitacura s on 

consecuencia directa de la instrucción impartida po r la 

Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urban ismo, en 

la que de manera formal y explícita se le instruye para 

desconocer la aplicación del artículo 27 del Plan R egulador 

Comunal de Vitacura, por el que se prescribe que la s 

edificaciones que generen una cuota igual o superio r a 15 

unidades de estacionamientos sólo podrán construirs e en 

lotes que tengan acceso vehicular a una calle de un  ancho 

mínimo igual o superior a 15 metros entre Líneas Of iciales, 
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o a dos o más calles de un ancho mínimo igual o sup erior a 

10 metros entre Líneas Oficiales cada una. De este modo, 

sostiene que en el permiso y en la aprobación recur ridos se 

ha desconocido dicho precepto desde que ellos dicen  

relación con edificios que, pese a contemplar 89 y 90 

estacionamientos, se alzarán en calle El Retiro, ví a que 

tiene tan sólo 7 metros de ancho.  

Argumenta que los actos recurridos son ilegales, en  

primer lugar, porque la Secretaría Regional Ministe rial 

recurrida contradice sus propios actos, pues previa mente 

aprobó al Plan Regulador de que se trata, en 1999, y una 

modificación posterior del mismo, en 2008; en segun do 

término, puesto que no se ha cumplido el procedimie nto 

establecido en la ley para modificar o derogar el a rtículo 

27 del mentado Plan y, finalmente, porque dicha aut oridad 

se ha arrogado una atribución derogatoria de la que  carece, 

desde que el artículo 4 de la Ley General de Urbani smo y 

Construcciones sólo le entrega facultades de 

supervigilancia e interpretación. Por último, aduce  que las 

recurridas han vulnerado con su proceder las garant ías del 

actor contempladas en el artículo 19 N° 2 y N° 24 d e la 

Constitución Política de la República. 

CUARTO: Que al informar la señora Directora de Obras 

Municipales de Vitacura reconoce que mediante la di ctación 

de los actos administrativos recurridos se ha dejad o sin 

aplicación el artículo 27 del Plan Regulador Comuna l de 
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Vitacura, pese a lo cual su parte no incurrió en ac tos 

ilegales o arbitrarios puesto que se ha limitado a dar 

estricto cumplimiento a lo ordenado por su superior  

jerárquico técnico, decisión esta última que califi ca de 

ilegal en tanto supone que dicha autoridad se atrib uye 

facultades derogatorias que no le son propias; porq ue, 

además, vulnera el artículo 61 de la Ley N° 19.880 y, por 

último, desde que va en contra de su previa aprobac ión del 

citado Plan. 

A su vez el Secretario Regional Ministerial de la 

Vivienda y Urbanismo de la Región Metropolitana exp resó, al 

evacuar su informe, que mediante el Ordinario N° 64 , de 08 

de enero de 2013, su parte se ha limitado a reitera r a la 

Dirección de Obras Municipales de Vitacura que, a p artir 

del pronunciamiento emitido por la División de Desa rrollo 

Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cont enido en 

su oficio ORD. N° 079 de 31 de enero de 2011 (por e l que se 

concluyó que los Planes Reguladores Comunales están  

facultados en esta materia sólo para definir la dot ación 

mínima de estacionamientos), que esa Secretaría ha 

manifestado que el indicado artículo 27 del Plan Re gulador 

Comunal de Vitacura se aparta de las materias que p uede 

normar un instrumento como ese, por cuanto no es de  su 

competencia establecer restricciones a la cantidad de 

estacionamientos proyectada en virtud de alguna tip ología 

de vía, ya que tales materias están reguladas en lo s 
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artículos 2.1.1, 2.1.36, 2.3.1, 2.3.2 y 2.3.3 de la  

Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, 

razonamientos de los que infiere que el acto recurr ido no 

es arbitrario ni ilegal ni ha vulnerado garantía 

constitucional alguna, desde que se ha limitado a c umplir 

mandatos legales y criterios contemplados en la 

jurisprudencia administrativa vigente. 

QUINTO: Que durante los alegatos el apoderado de 

Inmobiliaria Forel S.A. solicitó a esta Corte que d eclarase 

extemporáneo el recurso de protección intentado en autos. 

Sobre el particular sostuvo que si bien en primera 

instancia no existió controversia en torno a este p unto, su 

parte estima que ella es procedente puesto que el a ctor 

conoció los hechos materia de autos mucho antes de deducir 

su recurso, particularmente porque varias casas vec inas a 

su domicilio fueron demolidas con ocasión de los tr abajos 

preliminares de la obra de que se trata, lo que aco nteció 

en el mes de agosto del año 2012, a lo que se suma la 

circunstancia de que seis meses antes de la deducci ón del 

recurso de protección de autos se presentó otro idé ntico 

por el mismo recurrente. Así las cosas, el citado a poderado 

concluyó indicando que el actor conoció los hechos con 

mucha antelación a la fecha de interposición de su recurso, 

el que recién fue presentado el 16 de abril del pre sente 

año. 
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SEXTO: Que para resolver sobre el particular resulta 

preciso consignar que aun cuando se tuvieren por 

suficientemente acreditadas las demoliciones en que  se 

asienta la alegación de extemporaneidad referida en  el 

fundamento precedente, su sola ocurrencia no implic a 

necesariamente y por sí sola que el actor, vecino d el lugar 

en que se está erigiendo la edificación de que se t rata, 

deba conocer no sólo el inicio de las obras sino qu e, 

además, la ilegalidad que a su respecto reprocha. E n 

efecto, no parece razonable sostener que el mero 

acaecimiento de un hecho como el descrito, aparte d e 

informar a los vecinos del inicio de las faenas, ha ya de 

permitir al recurrente conocer las irregularidades en que, 

a su juicio, se habría incurrido a propósito del 

levantamiento del edificio en comento y, menos aún,  las 

referidas al otorgamiento del permiso de edificació n que 

impugna. Asimismo, no existe antecedente alguno que  

demuestre la efectiva presentación, por el mismo ac tor, de 

un recurso de protección idéntico al de autos con s eis 

meses de anticipación al deducido en fs. 28. 

En estas condiciones y por no existir ningún 

antecedente cierto que dé cuenta de que el actor co noció 

los hechos materia de su recurso con una anticipaci ón mayor 

a treinta días, contados hacia atrás desde que lo p resentó, 

forzoso es concluir que la alegación de extemporane idad 

formulada en estrados no puede ser acogida. 
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SÉPTIMO: Que el mismo apoderado manifestó en estrados, 

además, que a pesar de que su representada no fue p arte en 

autos (y de hecho ni siquiera se le pidió informe) sus 

derechos igualmente se han visto afectados. Estima que la 

validez de los actos recurridos ha debido ser discu tida en 

un juicio contradictorio, de lato conocimiento, en el que 

se verificara el litisconsorcio pasivo necesario, y  que 

como ello no sucedió se puede sostener que la sente ncia fue 

dictada a espaldas del interesado, esto es, de su p arte. 

OCTAVO: Que acerca de la alegación antedicha cabe 

destacar que Inmobiliaria Forel S.A. ha comparecido  en 

autos recién a fs. 189, haciéndose parte tan sólo a nte esta 

Corte Suprema, solicitando que se le tenga como ter cero 

coadyuvante de la parte recurrida de protección y a pelante, 

Secretaría Regional Ministerial Metropolitana de Vi vienda y 

Urbanismo. 

A su vez resulta pertinente dejar establecido, en 

cuanto se refiere al estado de tramitación del pres ente 

recurso de protección, que al efectuarse dicha pres entación 

se había ordenado dar cuenta de las apelaciones ded ucidas 

en contra de la sentencia de primer grado. 

NOVENO: Que en estas condiciones y por ser la regla 

general que los terceros que comparecen en una caus a 

aceptan lo obrado en ella hasta esa fecha y el esta do en 

que la misma se encuentra, forzoso es concluir que lo 

solicitado por el articulista respecto del litiscon sorcio 
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pasivo necesario debe ser desestimado, pues ha de 

entenderse que al comparecer a fs. 189, cuando ya s e había 

dictado el fallo de primera instancia, se habían de ducido y 

concedido sendos recursos de apelación en su contra  por 

cada uno de los demandados y se había ordenado dar cuenta 

de los mismos, Inmobiliaria Forel S.A. necesariamen te 

conocía el estado de avance del proceso y además ac eptó lo 

obrado con anterioridad. 

DÉCIMO: Que en cuanto al fondo del asunto 

controvertido es preciso consignar que el recurso d e 

protección de fs. 28 se dirige en contra del Ordina rio 

Nº670, dictado por el Secretario Regional Ministeri al de 

Vivienda y Urbanismo, por el cual instruye a la Dir ección 

de Obras Municipales de Vitacura no aplicar el artí culo 27 

del Plan Regulador Comunal de esa comuna respecto d e un 

proyecto de edificio de Inmobiliaria Forel S.A. y r especto 

de cualquier otro proyecto; en contra del Permiso d e 

Edificación Nº37/2013 que dictó la mencionada Direc ción de 

Obras Municipales de Vitacura y en contra de la Res olución 

de Aprobación de Anteproyecto Nº11/2013 emitida por  la 

misma Dirección de Obras Municipales. 

El permiso de edificación N° 37/2013 recae en la ob ra 

nueva que se ha de erigir en calle El Retiro N° 500 1, la 

que abarcará los predios correspondientes a los núm eros 

5085, 5047, 5011, 4901 y 4899 de la misma vía, cons istirá 
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en un edificio de cinco pisos, sala de máquinas y 

subterráneo e incluirá un total de 89 estacionamien tos. 

Respecto del mismo predio ya se había solicitado, 

durante el año 2011, la aprobación de un anteproyec to de 

edificación que preveía un edificio de 5 pisos y un  

subterráneo, así como 96 estacionamientos. Empero, dicha 

petición fue inicialmente objeto de observaciones p or la 

Dirección de Obras Municipales hoy recurrida y fina lmente 

desestimada, motivo por el que el titular del proye cto 

formuló una reclamación ante la Secretaría Regional  

Ministerial Metropolitana de Vivienda y Urbanismo, la que 

fue acogida, ordenándose a la Dirección de Obras 

Municipales aceptar el reingreso del expediente “po r cuanto 

la regulación de los estacionamientos estará sujeto  a las 

disposiciones del artículo 35° de la Ordenanza Loca l del 

PRCV, que establece que los estacionamientos se reg irán por 

lo dispuesto en la Ordenanza General de Urbanismo y  

Construcciones y por las normas y estándares establ ecidos 

en el Plan regulador Metropolitano de Santiago”. 

En esas condiciones se aprobó el anteproyecto refer ido 

con fecha 7 de marzo de 2012, incluyendo en él, com o ya se 

dijo, un total de 96 estacionamientos. 

DÉCIMO PRIMERO: Que si bien en estrados se indicó, en 

relación a la aprobación del mencionado anteproyect o, que 

se habría deducido un recurso de protección en su c ontra, 

patrocinado por el mismo abogado que actúa por el s eñor 
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Majluf Sapag, lo cierto es que dicha acción constit ucional 

terminó por desistimiento, de modo que resulta forz oso 

concluir que tal decisión administrativa no ha sido  

debidamente impugnada. 

Así las cosas, y de conformidad con lo establecido en 

el artículo 3 de la Ley N° 19.880, se debe presumir  que 

dicho acto administrativo se encuentra ajustado al 

ordenamiento jurídico, que goza de imperio y que es  

exigible desde su entrada en vigencia. 

DÉCIMO SEGUNDO: Que llegados a este punto parece 

necesario destacar que la impugnación del recurrent e de 

protección se asienta en el incumplimiento, por par te de 

las autoridades recurridas, de lo establecido en el  

artículo 27 del Plan Regulador Comunal de Vitacura,  en 

cuanto El Retiro es una vía que no cumple con las 

exigencias allí establecidas en relación al ancho m ínimo de 

las calles a que accedan los proyectos que cuentan con 15 ó 

más estacionamientos. 

Sin embargo, y en las circunstancias descritas 

precedentemente, resulta evidente que la dictación de los 

actos objetados por Ricardo Majluf Sapag no puede s er 

calificada de ilegal ni de arbitraria, pues las dec isiones 

en ellos contenidas resultan ser fundadas y, además , no 

hacen sino reiterar una resolución anterior (que no  ha sido 

impugnada, que es plenamente válida y que es actual mente 

exigible) en cuya virtud se concluyó que la constru cción en 
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calle El Retiro de Vitacura de edificaciones que su pongan 

más de 15 estacionamientos se ajusta a lo estableci do en 

las disposiciones aplicables de nuestro ordenamient o 

jurídico en materia de construcción y urbanismo, ba sada en 

que el artículo 27 del Plan Regulador de esa comuna  no 

puede abordar, válidamente, una materia como la exp uesta. 

DÉCIMO TERCERO: Que, asimismo, es del caso dejar 

asentado que tampoco se advierte en los hechos de a utos que 

el recurrente de protección haya sido privado, pert urbado o 

amenazado en algún derecho constitucionalmente gara ntizado, 

particularmente si no es posible inferir la existen cia de 

alguna actuación que haya establecido diferencias 

arbitrarias a su respecto ni que haya puesto en ent redicho 

su derecho de propiedad. 

DÉCIMO CUARTO: Que de esta manera sólo cabe afirmar 

que las autoridades recurridas actuaron razonadamen te y en 

conformidad a la ley, desde que la decisiones objet adas se 

encuentran debidamente cimentadas y se pronunciaron  

respetando la normativa específica que rige la mate ria, 

razón por la que el recurso de protección debe ser 

desestimado. 

En conformidad asimismo con lo que disponen el 

artículo 20 de la Constitución Política de la Repúb lica y 

el Auto Acordado de esta Corte sobre la materia, se revoca 

la sentencia apelada de veintiséis de agosto último , 

escrita a fojas 118, y se declara que se rechaza el recurso 
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de protección interpuesto en lo principal de la 

presentación de fojas 28. 

Acordada contra el voto  del Ministro Sr. Fuentes y del 

Abogado Integrante Sr. Piedrabuena, quienes fueron de 

parecer de confirmar la sentencia en alzada teniend o 

presente para ello únicamente las siguientes 

consideraciones: 

A.- Que el Plan Regulador Comunal de Vitacura fue 

aprobado en 1999 y modificado posteriormente en 200 8, de 

modo que el texto de su artículo 27 se encuentra vi gente 

desde la primera de las fechas anotadas. 

En esas condiciones, aparece como arbitrario 

apartarse, en fecha tan tardía como 2013, del manda to de 

una norma que ha regido la materia debatida en auto s en esa 

comuna por más de 10 años, pues, en efecto, no se a dvierte 

la existencia de alguna circunstancia o hecho nuevo  que al 

menos justifique dicho cambio de parecer. 

B.- Que a lo anterior se suma la circunstancia de que 

la Secretaría Regional Ministerial Metropolitana de  

Vivienda y Urbanismo recurrida intervino en los pro cesos de 

aprobación y de posterior modificación del Plan Reg ulador, 

ocasiones ambas en las que manifestó su conformidad  con el 

texto propuesto, de manera que negar valor al artíc ulo 27 

supone, en lo que a esa autoridad se refiere, proce der en 

contra de actos propios que originalmente reconocie ron 
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valor a una disposición y que ahora pretenden resta rle 

validez. 

C.- Que además de lo expuesto es del caso consignar 

que el inciso 1° del artículo 4 de la Ley General d e 

Urbanismo y Construcciones previene, a la letra, qu e: “Al 

Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá, a  través 

de la División de Desarrollo Urbano, impartir las 

instrucciones para la aplicación de las disposicion es de 

esta Ley y su Ordenanza General, mediante circulare s, las 

que se mantendrán a disposición de cualquier intere sado. 

Asimismo, a través de las Secretarías Regionales 

Ministeriales, deberá supervigilar las disposicione s 

legales, reglamentarias, administrativas y técnicas  sobre 

construcción y urbanización e interpretar las dispo siciones 

de los instrumentos de planificación territorial”. 

D.- Que de la norma transcrita se sigue, como resulta 

evidente, que si bien las Secretarias Regionales 

Ministeriales de Vivienda se hallan facultadas para  

interpretar los instrumentos de planificación terri torial, 

no lo es menos que dicha atribución es, como ya se indicó, 

de mera exégesis, esto es, ella no permite al citad o 

órgano, so pretexto de una interpretación, ir más a llá y, 

como en este caso, llegar hasta la derogación de al guna de 

las disposiciones incluidas en el mismo. En efecto,  en la 

especie, la recurrida, con la excusa de interpretar  el Plan 

Regulador de que se trata, se ha arrogado una facul tad 



2013 122899.1271819,CSUPRAB 

 

derogatoria de la que carece, pues el entendimiento  que del 

artículo 27 del Plan Regulador Comunal se ha impues to a la 

Dirección de Obras Municipales sólo puede ser compr endido 

como una verdadera negación de su validez, por la q ue 

incluso se permite mandar que él no sea aplicado en  

absoluto ya que “resulta del todo inoficioso, que e sa DOM 

persista, tanto para el caso en análisis, como para  otros 

sometidos a su revisión, en la aplicación del ya ci tado 

artículo 27, ya que su inaplicabilidad ha sido noti ficada, 

tanto a esa DOM, como a Asesoría Urbana, desde el a ño 2011 

a la fecha”, como se lee en el último acápite del p unto 3 

del Ordinario N° 670, objeto del recurso de autos. 

E.- Que el artículo 45 de la Ley General de Urbanismo 

y Construcciones dispone en su inciso 1° que: “Las 

modificaciones al Plan Regulador Comunal se sujetar án, en 

lo pertinente, al mismo procedimiento señalado en e l inciso 

primero del artículo 43”, en tanto que este último 

establece las normas por las que se debe regir el 

procedimiento para la elaboración y aprobación de l os 

planes reguladores comunales, en el que se prevén d iversas 

etapas que incluyen, entre otros conceptos, el dar noticia 

a los vecinos del proyecto, la realización de audie ncias 

públicas, la consulta al Consejo Económico y Social , la 

consulta a la comunidad, la formulación de observac iones, 

etc. 
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F.- Que tal como se expuso precedentemente, y pese a 

que la interpretación sostenida por la Secretaría R egional 

resulta ser derogatoria, ella se adoptó a espaldas de los 

vecinos y sin seguir el procedimiento establecido e n la 

legislación para la modificación de un Plan Regulad or 

Comunal, pues, como consta en autos, ninguna de las  etapas 

y exigencias previstas al respecto ha sido intentad a y 

mucho menos cumplida, como requisito previo que per mita 

avalar este sustancial cambio del instrumento de 

planificación en comento. 

G.- Que agrava la constatación anterior la 

circunstancia de que dicha autoridad carece de atri buciones 

para modificar un Plan Regulador Comunal, de modo q ue a la 

falta de cumplimiento de las exigencias del caso se  suma la 

indicada ausencia de facultades de su parte para in iciar un 

proceso cuya iniciativa corresponde al municipio 

respectivo. 

Regístrese y devuélvase con sus agregados. 

Redacción a cargo del Ministro Sr. Carreño y de la 

disidencia, sus autores. 

Rol Nº 8358-2013. 
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Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Supre ma 

integrada por los Ministros Sr. Héctor Carreño S., Sr. 

Pedro Pierry A., Sr. Juan Eduardo Fuentes B. y los Abogados 

Integrantes Sr. Guillermo Piedrabuena R. y Sr. Alfr edo 

Prieto B. No firman, no obstante haber concurrido a  la 

vista y al acuerdo de la causa, el Ministro señor F uentes 

por estar en comisión de servicios y el Abogado Int egrante 

señor Piedrabuena por estar ausente. Santiago, 16 d e 

diciembre de 2013.  

Autoriza la Ministra de Fe de la Excma. Corte Supre ma. 

  

En Santiago, a dieciséis de diciembre de dos mil tr ece, 

notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la res olución 

precedente. 

 


